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Fundamentos de Derecho

Vistos: artículos 774, 912, 981 y 1058 del Código Civil.

1. En el supuesto del recurso concurren los siguientes elementos defi-
nidores: 1. Fallece el causante bajo testamento en el que después de legar
a uno de sus hijos, Mercedes, los tercios libre y de mejora, «instituye here-
deros universales por partes iguales a sus dos hijos Joaquín y Mercedes,
sustituyéndoles vulgarmente por sus respectivos descendientes». 2. Falle-
cido el testador, su hijo Joaquín «renuncia pura y simple y gratuitamente,
a todos los derechos que le puedan corresponder en la herencia de su
madre...» 3. Por la otra hija, doña Mercedes se otorga escritura de «ma-
nifestación, aceptación y adjudicación de herencia», en la que se adjudican
los dos únicos bienes relictos.

2. El Registrador suspende la inscripción porque «estando establecida
la sustitución vulgar sin distinción de casos en el testamento del causante,
la renuncia del heredero instituido..... hace que se consume aquella, siendo
necesaria la intervención en la partición de herencia, de los sustitutos
vulgares en caso de haberlos y no habiéndolos, habría de consignarse
así».

3. El defecto debe ser estimado. El artículo 774 del Código Civil es
categórico al respecto: la sustitución vulgar simple y sin expresión de
casos, comprende tanto los de premorencia como los de incapacidad y
renuncia, de modo que la renuncia del hijo a su llamamiento hereditario,
determina el juego de la sustitución a favor de sus descendientes, los
cuales por imperativo del artículo 1.058 del Código Civil deberán intervenir
en la partición de la herencia, y solamente en el caso en que no existan
sustitutos vulgares, podrá entrar en juego el derecho de acrecer (cfr. artícu-
los 981 y siguientes del Código Civil) y, subsidiariamente se procederá
a la apertura de la sucesión intestada (cfr. artículo 912-3 del Código Civil).

Por todo ello, esta Dirección General ha acordado desestimar el recurso
y confirmar la nota impugnada.

Contra esta resolución los legalmente legitimados pueden recurrir
mediante demanda ante el Juzgado de lo civil de la capital de la Provincia
del lugar donde radica el inmueble en el plazo de dos meses desde su
notificación, siendo de aplicación las normas del juicio verbal, todo ello
conforme a lo establecido en los artículos 325 y 328 de la Ley Hipotecaria.

Madrid, 11 de octubre de 2002.—La Directora general, Ana López-Monís
Gallego.

Sr. Registrador de la Propiedad n.o 26 de Madrid.

22287 RESOLUCIÓN de 18 de octubre de 2002, de la Dirección
General de los Registros y del Notariado, en el recurso
gubernativo interpuesto por don Juan Carlos Merino Igle-
sias, en nombre y representación de «Fercaber Construc-
ciones, S.A., Sociedad Unipersonal», frente a la negativa
del Registrador mercantil XI de los de Madrid, don Fran-
cisco Javier Llorente Vara, a inscribir un aumento de capi-
tal social.

En el recurso gubernativo interpuesto por don Juan Carlos Merino
Iglesias, en nombre y representación de «Fercaber Construcciones, S.A.,
Sociedad Unipersonal», frente a la negativa del Registrador mercantil XI
de los de Madrid, don Francisco Javier Llorente Vara, a inscribir un aumen-
to de capital social.

Hechos

Por escritura que autorizó el 1 de octubre de 2001 el Notario de Madrid
don Antonio Huerta Trólez, se elevaron a públicos los acuerdos tomados
por el socio único de «Fercaber Construcciones, S.A. Sociedad Unipersonal»
el 29 de junio anterior consistentes en aumentar el capital social en un
millón ciento treinta y ocho mil ochocientos euros mediante el aumento
del valor nominal de todas las acciones existentes y que se desembolsaba
en la siguiente forma: en cuanto a 829.778,67 euros mediante transfor-
mación de reservas disponibles que constaban en un balance cerrado el
31 diciembre de 2000, aprobado por el socio único el mismo 29 de junio
de 2001, y verificado por el Auditor de cuentas de la sociedad; en cuanto
a 3.021,33 euros mediante aportación en efectivo metálico; y en cuanto
al resto, 306.000 euros, quedando pendiente de desembolso para realizarlo
en plazo de cinco años y en metálico. Quedaron incorporados a la escritura
y trasladados en su copia el balance e informe de auditoría, resultando
de aquél, que está formulado en pesetas, unos fondos propios de
212.948.611, de las que correspondían a capital 150.000.000, a reserva

de revalorización 9.368.609, a reserva legal 14.395.554, a otras reservas
128.704.945, unos resultados de ejercicio anteriores negativos por importe
de 117.348.814 y perdidas y ganancias positivas de 27.838.317. El informe
del auditor, después de señalar que a su juicio deberían haberse incluido
una serie de ajustes por importe de 102 millones de pesetas como dis-
minución de la cuenta de pérdidas y ganancias y advertir el hecho de
que figuraban ingresos por importe de otros 400 millones correspondientes
a obras pendientes de aceptación por los clientes, terminaba señalando
que debido a la importancia de tales salvedades no podía expresar una
opinión sobre las cuentas anuales del ejercicio. Figura también unido el
certificado bancario de fecha 30 de julio de 2001 justificativo del ingreso,
con fecha 13 de septiembre del mismo año, del desembolso en metálico.

II

Presentada dicha escritura para su inscripción en el Registro Mercantil
de Madrid fue calificada con la siguiente nota: «El Registrador Mercantil
que suscribe previo examen y calificación del documento precedente de
conformidad con los artículos 18-2 del Código de Comercio y 6 del Regla-
mento del Registro Mercantil, ha resuelto no practicar la inscripción soli-
citada por haber observado el/los siguiente/s defecto/s que impiden su
práctica: Defectos: Del balance incorporado se deduce que no existen reser-
vas suficientes para el aumento de capital realizado; además, el balance
debe ser verificado por el Auditor social y en este caso certifica que no
puede expresar opinión sobre las cuentas del año 2000 (art. 157 LSA).
En cuanto a la certificación de La Caixa, fecha de 30 de julio de 2001
se refiere a un ingreso de fecha 13 de septiembre de 2001. En el plazo
de 2 meses a contar de esta fecha se puede interponer recurso Gubernativo
de acuerdo con los artículos 66 y siguientes del Reglamento del Registro
Mercantil. Madrid, 13 de noviembre de 2001. El Registrador. Firma Ilegible.»

III

Don Juan-Carlos Merino Iglesias, en nombre de «Fercaber Construc-
ciones, S.A., Sociedad Unipersonal», interpuesto recurso gubernativo con-
tra la anterior calificación, y alegó: 1.o Que no se está conforme con la
calificación del Registrador de considerar nulo el acto de aumento de
capital realizado. 2.o Que teniendo en cuenta lo dispuesto en el artículo
147 de la vigente Ley de Sociedades Anónimas, hay que señalar que en
este caso se ha utilizado la modalidad de aumento de capital establecida
en el artículo 151 de dicha Ley, mediante el aumento en 9,49 euros del
valor nominal de cada una de las ciento veinte mil acciones ya existentes,
lo que ha representado un aumento de un millón ciento veinte mil acciones
ya existentes, lo que ha representado un aumento de un millón ciento
treinta y ocho mil ochocientos euros. Que para hacer frente a este aumento
de capital y de conformidad con el artículo 47 citado, se ha previsto:
La cantidad de 829.778, 67 euros representados por reservas de reva-
lorización (56.246,37 euros) voluntaria (318,536,41 euros) y de fusión
(454,995,89 euros). La aportación dineraria de 309.021,33 euros, de los
cuales 3.021,33 euros ya han sido desembolsados y el resto 306.000 euros,
queda pendiente de desembolso, o que habrá de realizarse en plazo máximo
de cinco años. Que de lo expuesto se sigue que el aumento de capital
realizado por elevación del valor nominal de las acciones ya existentes,
ha sido debidamente cubierto con el contravalor patrimonial de las reservas
de revalorización, voluntaria y de fusión y con la aportación dineraria
ya desembolsada y la programada y, en consecuencia, se ha cumplido
la condición que para la creación de acciones y subsiguiente aumento
del capital social exige el citado artículo 47 de la Ley de Sociedades Anó-
nimas. 3.o Que también se han cumplido los requisitos que para el aumento
con cargo a reservas establece el artículo 157 de la Ley de Sociedades
Anónimas por cuanto a tal fin se han aplicado las reservas disponibles:
revalorización, voluntaria y de fusión por un importe total de 829.778,77
euros, respecto de las cuales no existe ninguna limitación normativa para
el fin de representar el contravalor del aumento de capital realizado,
habiéndose cumplido, por otra parte, las condiciones exigidas por el artí-
culo 168.4 del Reglamento del Registro Mercantil. 4.o Que por lo que se
refiere a la opinión expresada por el Auditor social respecto a las Cuentas
del año 2000, no cabe sino ratificar las aclaraciones que por Auditor fueron
realizadas al Sr. Registrador en el trámite de audiencia, respecto a que
las diferencias contables entre la Sociedad y el Auditor ya habían sido
debidamente subsanadas manifestando el Sr. Registrador su conformidad
a las aclaraciones de subsanación. 5.o Que en cuanto a la fecha errónea
de la certificación de La Caixa, se adjunta nuevo certificado de la citada
entidad bancaria correctamente extendido en el que figura la verdadera
fecha de expedición, 27 de noviembre de 2001.
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IV

El Registrador tras dar por subsanado el segundo de los defectos a
la vista de un nuevo certificado bancario aportado, decidió mantener el
primero e informó: 1.o Que el Registrador en la nota de calificación ni
declara ni puede declarar nulo el aumento de capital realizado sino tan
solo pone de manifiesto los defectos que a su juicio, impiden la inscripción
del mismo en el Registro Mercantil. 2.o Que en los aumentos de capital
con cargo a reservas lo importante no es el mero reflejo de la partida
reserva en el balance que sirve de base a la ampliación sino la efectiva
existencia de excedente del activo sobre el capital anterior y el pasivo
exigible, según balance. Que del balance aportado resultan unas pérdidas
de 117.348.814 pesetas que al restárselas a las reservas existentes y al
beneficio del ejercicio, no alcanzan aquéllas la cifra del capital aumentado,
como dejó establecido la Resolución de 21 de septiembre de 1999. Que
en aras del principio de realidad del capital social, el legislador establece
determinadas cautelas, como la imposibilidad de creación de acciones que
no respondan a una efectiva aportación patrimonial a la sociedad (artículo
47 de la Ley de Sociedades Anónimas) y la exigencia de acreditación sufi-
ciente y objetivamente contrastada de la realidad de esas aportaciones,
como requisito previo a la inscripción, lo que, en la hipótesis de ampliación
de capital con cargo de reservas, se traduce en la necesidad de adecuada
justificación de la efectiva existencia de esos fondos en el patrimonio social
y su disponibilidad para transformarse en capital justificación. Que, según
el legislador, debiera consistir en un balance debidamente verificado (por
los Auditores de cuentas de la sociedad o por Auditor nombrado a petición
de los administradores por el Registrador Mercantil, y aprobado con una
determinada antelación máxima). Que, por tanto, resulta necesario acre-
ditar, a través de la verificación del balance por el Auditor que el valor
del patrimonio neto contable excederá de la cifra de capital social y que
la reserva legal hasta entonces constituida en una cantidad al menos igual
al importe de la ampliación, es decir, la existencia de un efectivo con-
travalor patrimonial no desvirtuado por otras partidas del activo y del
pasivo. 3.o Que en el supuesto objeto de este recurso, como el resuelto
por Resolución de 18 de enero de 1999, no puede entenderse cumplido
el requisito de que el balance que sirve de base al aumento de capital
debe estar verificado por el Auditor de la sociedad o por otro a petición
de los administradores (artículo 167, 2 de la Ley de Sociedades Anónimas)
pues tal como se detalla en el informe de auditoría, existen determinadas
limitaciones al alcance de la auditoría puesta de manifiesto en las sal-
vedades que lleva el Auditor a la condición de no poder expresar una
opinión sobre las cuentas anuales del año 2000. Que, por tanto, no puede
reconocerse la validez de un aumento de capital con cargo a reservas
si no viene respaldado por la acreditación de la verdadera situación patri-
monial de la sociedad. En el presente caso no puede entenderse que exista
balance verificado que para la operación pretendida exige el artículo 157,2
de la Ley de Sociedades Anónimas.

Fundamentos de Derecho

Vistos los artículos 151.2, 157, 168.1 y 213 de la Ley de Sociedades
Anónimas y la Resolución de 18 de enero de 1999.

1. La reforma parcial de su nota que acordara el registrador limita
la cuestión planteada al primero de los defectos de aquella en el que,
en realidad, se plantean dos problemas: por un lado, la existencia o no
de reservas susceptibles de capitalizarse a la vista del balance que se
utiliza a tal fin; y por otro, el alcance de las salvedades que contiene
el informe de auditoría sobre las cuentas de que forma parte dicho balance.

2. En relación con el primero de tales problemas la cuestión es deter-
minar si, conforme parece entender el recurrente, han de estimarse como
reservas aptas para su capitalización las que figuren contabilizadas como
tales o, según mantiene el registrador, tan sólo cabe considerar como reser-
vas a tal fin el neto patrimonial que supone el exceso del activo sobre
el pasivo exigible en cuanto no esté representado por el capital social.
En ningún momento se plantea si las reservas utilizadas para aumentar
el capital, por su naturaleza, son o no aptas para ello.

Y es que el término reserva, aparte de los distintos significados que
puede tener en el ámbito económico, contable o fiscal, carece de definición
legal en el societario. El recurrente parece acudir a un concepto puramente
contable pues para él reserva es toda partida del pasivo del balance cobijada
bajo tal denominación. El Registrador, por el contrario, se inclina por
un concepto más genérico, de tipo jurídico-societario, considerando como
tal todo excedente del activo neto —el resultado de restar del conjunto
de elementos del activo el pasivo exigible— que exceda del capital social.
Y desde esta óptica no toda partida contable amparada por la denominación
de reserva puede considerarse que implique un aumento de los recursos

propios de la sociedad, del activo neto por encima del capital, pues hay
partidas que bajo la denominación de reservas tan sólo suponen asientos
impuestos por la técnica contable (cfr. artículos 79.3.a o 84, por ejemplo,
de la LSA).

3. El aumento de capital con cargo a reservas es una modalidad de
autofinanciación empresarial caracterizada por una simple operación con-
table en cuanto implica una transferencia de fondos de una cuenta a otra
del pasivo del balance, por lo que como tal no supone alteración patrimonial
cuantitativa alguna dado que los recursos propios —suma de capital social
y reservas— seguirán siendo los mismos y otro tanto cabe decir del patri-
monio social. Lo que sí supone es una modificación cualitativa pues los
fondos así transferidos pasan del régimen de disponibilidad de que gozaban
como reservas a la indisponibilidad a que quedan sujetos como capital.
Por tanto, un requisito esencial para la capitalización de las reservas o
beneficios no es sólo que tengan la consideración de recursos propios,
sino también que sean de libre disposición dado que la capitalización
es una de las formas a través de las que la sociedad ejerce su facultad
de libre disposición sobre ellas.

4. En relación con esa disponibilidad ha de partirse de un principio
básico, el que las reservas son partidas de fondos propios que expresan
una vinculación o afectación general al riesgo de pérdidas, suplementario
y subordinado al del capital social. Un ejemplo de ello lo encontramos
en la limitación que a la reducción del capital social para compensar pér-
didas impone el artículo 168.1 de la Ley de Sociedades Anónimas en tanto
existan reservas voluntarias o la legal rebase cierto porcentaje sobre la
cifra de aquél. Las aplicaciones posibles de las reservas pueden ser otras
—dotación de otras reservas, capitalización o reparto— pero subordinadas
a la absorción de pérdidas que es su función esencial y característica.
Una disminución del patrimonio respecto del resultante del balance del
ejercicio anterior incidirá en primer lugar sobre las reservas dejando intac-
to el capital, que sólo se verá afectado en caso de insuficiencia de aquellas
para absorber las pérdidas. Estas inciden directamente sobre las reservas,
independientemente de la voluntad de la sociedad y de la existencia de
un acuerdo específico de la junta general, aunque esa repercusión será
escalonada, siguiendo un orden, pues antes que otras reservas la sufrirá
el remanente a cuenta nueva, y entre aquellas antes las voluntarias que
la legal o las estatutarias para fines específicos. Por disponibilidad de
las reservas ha de entenderse, por tanto, la libertad para aplicarlas a
cualquier fin, entre ellos el de reparto entre los socios. Y esa aplicación
de las reservas tan sólo es posible en tanto no existan perdidas que hayan
de enjugarse previamente.

El artículo 213 de la Ley de Sociedades Anónimas limita la libertad
de la junta a la hora de aplicar los resultados, en primer lugar el positivo
del ejercicio corriente —lo que en el caso planteado ocurriría con el que
arroja el balance—, pero también el reparto de las reservas de libre dis-
posición en tanto el valor del patrimonio neto contable no siga siendo
tras el reparto superior al capital social. Es más, resulta de la lógica del
sistema que también debería incluirse junto al capital la reserva legal
en el porcentaje legalmente exigido a la hora de computar el posible exce-
dente de patrimonio neto que quede de libre disposición. En definitiva,
la libre disponibilidad de las reservas viene limitada por la función que
están llamadas a desempeñar, la cobertura de pérdidas contabilizadas.
Y si no son plenamente disponibles no reúnen los requisitos legalmente
exigidos por el artículo 157.1 de la misma Ley para su capitalización.

5. Si, por tanto, la cifra del patrimonio neto contable se presenta
como el tope que en su en su relación con la cifra del capital social deter-
mina la cuantía en que son libremente disponibles las reservas y resultados,
las dos partidas del balance de las que se puede realizar el traspaso contable
que suponga un contravalor en un aumento de capital de ese tipo conforme
al artículo 151.2 de la repetida Ley, resulta que en el caso planteado solo
una parte de las reservas utilizadas a tal fin podían serlo, pero no todas
en la cuantía que se hace.

El resultado final de la operación pretendida es revelador. Partiendo
de un patrimonio neto de 1.880.919 euros del que 901.518 correspondían
a capital, se pretende pasar a través de un aumento de éste cuyo desembolso
se realiza de forma mixta, con los desembolsos en metálico aplazados
en gran parte, a un patrimonio neto de 1.883.940 euros —la aportación
efectiva es de 3.021 euros—, en tanto que la cifra del capital pasaría a
ser de 2.040.318 euros, en evidente situación de desequilibrio.

6. Y en cuanto al segundo de los motivos englobados en el mismo
defecto, como ya dijera la resolución de 18 de enero de 1999, aunque
referida a una reducción del capital para compensar pérdidas, el requisito
de la previa sujeción a auditoría del balance, otro de los requisitos impues-
tos por el tan repetido artículo 157, en su apartado 2.o, no puede entenderse
cumplido en el caso de que en el informe en que plasma existan numerosas
e importantes limitaciones a su alcance puestas de manifiesto en las sal-
vedades que lleven a la conclusión de que «no podemos expresar una
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opinión sobre las cuentas anuales», pues la verificación de la contabilidad
no puede entenderse como un trámite formal o la existencia de una acti-
vidad material de comprobación contable independiente de su resultado,
sino con un objeto específico, la acreditación de la real situación patri-
monial. Si, amén de ello, aquellas salvedades se refieren a aspectos de
tanta repercusión en la admisibilidad de excedentes como la inexistencia
de ajustes que disminuirían la cuenta de pérdidas o ganancias, o la con-
tabilidad anticipada de ingresos, la conclusión ha de ser la inadmisibilidad
de ese balance como justificante de la efectiva aportación patrimonial
en todo aumento de capital ha tratado de garantizar el legislador como
defensa de los intereses de terceros, en especial de los acreedores sociales.

Esta Dirección General ha acordado desestimar el recurso.

Contra esta resolución los legalmente legitimados pueden recurrir
mediante demanda ante el Juzgado de lo civil de la capital de la Provincia
del lugar donde radica el Registro en el plazo de dos meses desde su
notificación, siendo de aplicación las normas del juicio verbal, todo ello
conforme a lo establecido en la Disposición Adicional vigésima cuarta
de la Ley 24/2001, 27 de diciembre y los artículos 325 y 328 de la Ley
Hipotecaria.

Madrid, 18 de octubre de 2002.—La Directora general, Ana López-Monís
Gallego.

Sr. Registrador Mercantil XI de Madrid.

MINISTERIO DE HACIENDA
22288 RESOLUCIÓN de 11 de noviembre de 2002, de Loterías y

Apuestas del Estado, por la que se hace público la com-
binación ganadora, el número complementario y el número
del reintegro del sorteo de «El Gordo de la Primitiva» cele-
brado el día 10 de noviembre de 2002 y se anuncia la fecha
de celebración del próximo sorteo.

En el sorteo de «El Gordo de la Primitiva» celebrado el día 10 de noviem-
bre de 2002, se han obtenido los siguientes resultados:

Combinación ganadora: 35, 12, 13, 43, 28, 41.
Número complementario: 46.
Número del reintegro: 1.

El próximo sorteo que tendrá carácter público, se celebrará el día 17
de noviembre de 2002, a las doce horas, en el Salón de sorteos de Loterías
y Apuestas del Estado, sito en la calle de Guzmán el Bueno, 137, de esta
capital.

Madrid, 11 de noviembre de 2002.—El Director general, José Miguel
Martínez Martínez.

MINISTERIO DE EDUCACIÓN,
CULTURA Y DEPORTE

22289 ORDEN ECD/2891/2002, de 31 de octubre, por la que se
resuelve el concurso para la concesión del Premio a las
Mejores Encuadernaciones Artísticas correspondiente al
año 2002.

Por Resolución de 15 de febrero de 2002 de la Dirección General del
Libro, Archivos y Bibliotecas («Boletín Oficial del Estado» de 4 de marzo)
se convocó para el año 2002 el concurso para la concesión del Premio
a las Mejores Encuadernaciones Artísticas, en desarrollo de lo establecido
en el punto séptimo de la Orden de 1 de junio de 1994 («Boletín Oficial
del Estado» del 14), por la que se regulan los concursos para la concesión
de premios al mérito en determinadas actividades culturales.

El jurado encargado del fallo del concurso para la concesión del premio
fue designado por Orden de 22 de julio de 2002.

Constituido el mismo, emitido el fallo, y elevado éste a través del Direc-
tor General del Libro, Archivos y Bibliotecas, de conformidad con lo dis-
puesto en el punto quinto de la Orden reguladora, he tenido a bien disponer:

Se resuelve el concurso para la concesión del Premio a las Mejores
Encuadernaciones Artísticas, correspondiente a 2002, resultando galar-
donados los encuadernadores que a continuación se citan:

Primer Premio dotado con cuatro mil quinientos siete con cincuenta
y nueve (4.507,59) euros a don Carlos Sánchez-Álamo Pérez, por la encua-
dernación presentada bajo el lema «1948».

Segundo Premio dotado con tres mil cinco con seis (3.005,06) euros
a doña Guadalupe Roldán Morales, por la encuadernación presentada bajo
el lema «Tríptico».

Tercer Premio dotado con mil quinientos dos con cincuenta y tres
(1.502,53) euros a doña Dolores Baldó Suárez, por la encuadernación pre-
sentada bajo el lema «El mismo río de nuevo».

Asimismo el jurado califica como finalistas según el punto segundo
de la Resolución de la convocatoria, las obras presentadas por los encua-
dernadores que a continuación se relacionan:

Don Andrés Pérez-Sierra, lema: «Como si tal cosa».
Don Juan Antonio Fernández Argenta, lema: «Máscara».
Don Ángel Gómez Pinto, lema: «Armonía del caos».
Doña Teresa Planell Rodríguez, lema: «Polvo».
Doña Marta Roxas Olgado, lema: «Navío».
Doña María Francisca Rein Duffau, lema: «Océano».

Lo que comunico a V. E. y a V. I. para su conocimiento y efectos.

Madrid, 31 de octubre de 2002.

DEL CASTILLO VERA

Excmo. Sr. Secretario de Estado de Cultura e Ilmo. Sr. Director general
del Libro, Archivos y Bibliotecas.

22290 ORDEN ECD/2892/2002, de 23 de octubre, por la que se
modifica la Orden ECD/2200/2002, de 2 de septiembre de
2002, por la que se convocan ayudas a Corporaciones Loca-
les para la puesta en marcha y mantenimiento de aulas
de formación abierta, flexible y a distancia, mediante Tec-
nologías de la Información y la Comunicación.

La Orden ECD/2200/2002, de 2 de septiembre, por la que se convocan
ayudas a Corporaciones Locales para la puesta en marcha y mantenimiento
de aulas de formación abierta, flexible y a distancia, mediante tecnologías
de la información y la comunicación, establece en su apartado cuarto que
la Ministra de Educación, Cultura y Deporte delega en el Director General
de Educación, Formación Profesional e Innovación Educativa la Resolución
sobre la concesión o denegación de estas ayudas.

Asimismo, el apartado octavo de la citada Orden prevé que la Comisión
encargada del estudio y valoración de las solicitudes, a través de su Pre-
sidente, elevará las propuestas de concesión, denegación o, en su caso,
exclusión de las solicitudes presentadas a la Secretaría General de Edu-
cación y Formación Profesional, quien resolverá en el plazo máximo de
quince días desde la fecha de elevación de la propuesta, por delegación
de esta Orden Ministerial, punto cuarto.

Se considera conveniente modificar la Orden ECD/2200/2002, con el
fin de unificar la autoridad que resolverá la convocatoria de ayudas y
facilitar una correcta interpretación de la norma.

Por todo lo expuesto, este Ministerio ha dispuesto:

Primero.—Se modifica el apartado cuarto de la Orden ECD/2200/2002,
que quedará redactado en los siguientes términos:

«La Ministra de Educación, Cultura y Deporte delega en la Secretaria
General de Educación y Formación Profesional la Resolución sobre la con-
cesión o denegación de estas ayudas».

Segundo.—Entrada en vigor: La presente Orden entrará en vigor el día
siguiente al de su publicación en el «Boletín Oficial del Estado».

Madrid, 23 de octubre de 2002.

DEL CASTILLO VERA

Ilma. Sra. Secretaria general de Educación y Formación Profesional.


